
 

 

 

 

 

  

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

Sección Segunda – Subsección “C” 
Calle 24 No. 53-28, Of 1-11, Torre C, Bogotá, D.C. 

rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 

Bogotá, D.C., enero 28 de 2022    

 

 
EXPEDIENTE : 25000234200020210064000 
DEMANDANTE : ANA LEONOR ALFONSO PEREZ 
DEMANDADO : NACIÓN – FISCALIA GENERAL DE LA 

NACION 

MAGISTRADO : CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA  

 

 

La suscrita OFICIAL MAYOR, con funciones de SECRETARIA, en uso de las 

facultades otorgadas por el parágrafo 2º del artículo 175 de la ley 1437 de 2011, 

modificado por el artículo 38 de la ley 2080 de 2021; procede a: 

 

Correr TRASLADO DE LAS EXCEPCIONES, por el término de TRES 

(3) DIAS, de conformidad con el artículo 201 A del C.P.A.C.A., el cual se 

entenderá realizado a los dos (2) días hábiles siguientes de esta fijación, y 

el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente.  
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Bogotá D.C. 

 

Señores    

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA- SALA TRANSITORIA  

Magistrado Ponente: Dr.  Carlos Enrique Berrocal Mora 

E.S.D. 

 

Asunto:                      Contestación demanda  

Clase de Proceso:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicado:                  250002342000-2021-00640-00 

Demandante:            ANA LEONOR ALOFNOSO PEREZ 

Demandado:              fiscalía general de la Nación     

 

 

YARIBEL GARCIA SANCHEZ, domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 66.859.562 expedida en  Cali 

Valle portadora de la Tarjeta Profesional No. 119059 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando conforme a poder debidamente otorgado con base 

en la delegación conferida en la Resolución 0-0303 del 20 de marzo de 2018, 

expedida por el Fiscal General de la Nación, documentos que se adjuntan a 

la presente con sus respectivos anexos. Respetuosamente dentro del término 

legal por medio del presente escrito procedo a DAR CONTESTACION a la 

demanda impetrada, en los siguientes términos: 

 

OPORTUNIDAD 

 

Me permito manifestar que procedo a contestar esta demanda dentro del 

término señalado en la Ley, la cual fue notificada el 19 de OCTUBRE de 2021, 

y dando aplicación al artículo 8 del Decreto 806 de 2020 “La notificación 

personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 

siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del 

día siguiente al de la notificación.” Así las cosas, la notificación personal se 

entiende realizada el 21 OCTUBRE DE 2021. 

 

FRENTE AL CAPÍTULO DE LOS HECHOS: 

 

 AL NUMERAL 1.: No Constituye como tal un hecho de la demanda, sino a un 

argumento de pretensiones de la parte actora.  

 

Referente al punto 1.1 al 1.3,    no es un hecho sino un recuento normativo 

sobre la norma y precedente judicial 

 

AL NUMERAL  1.4   al 1.5 Este aspecto obedece a un recuento normativo e 

interpretación  que realiza la apoderada judicial. 

 

AL NUERAL  1.6:  No es cierto que la parte actora lo pruebe  teniendo en 
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cuenta los decretos  salariales expedidos anualmente del año 1993 al año 

2002 dijo: “El treinta por ciento (30%) del salario básico mensual de los 

siguientes servidores públicos se considera como prima especial de servicios 

sin carácter salarial (…)”.  

 

No es cierto que del año 2003 en adelante la prima especial de servicios del 

30%  el Gobierno Nacional le diera el mismo tratamiento que del año 2002 

hacia atrás, toda vez que los Decretos salariales del 2003 en adelante, nada 

refieren sobre la prima especial, toda vez que los Fiscales que se acogieron al 

régimen salarial de la Fiscalía y los que por su fecha de ingreso les obligaba 

este régimen, no son destinatarios de la prima especial, basta revisar el artículo 

14 de la Ley 4 de 1992, la ley 332 de 1996 que la modifica. 

 

1.7. Es cierto. 

 

Es cierto Parcialmente en cuanto a la reclamación realizada por el 

demandante, como de la respuesta dada por la entidad que represento en 

la cual se le dio a conocer todos los fundamentos de hecho y derecho que 

tiene la Fiscalia General de la Nación para negar la solicitud del actor, por 

cuanto los decretos salariales y prestacionales expedidos para la Fiscalia 

General de la Nación, no contemplaban mencionada prima, régimen que es 

totalmente diferente a los de la Rama que a diferencia de estos si fueron 

declarados nulos, por lo tanto los argumentos del actor  se han basado en 

precedentes de la rama judicial y no  de la entidad que represento. 

 

1.8  Y 1.9 No es cierto, me atengo a lo que resulte probado dentro del plenario 

 

 

2. No es cierto, por las siguientes razones:  

 

Con relación a los puntos 2.1 al  2.3 tenemos 

 

1.- Como se advirtió en el numeral anterior fue el Gobierno Nacional el que al 

expedir los decretos salariales anuales dispuso que el 30% del salario básico 

sería denominado prima especial de servicios.  

 

2.- Es importante tener en cuenta que el Consejo de Estado decretó la nulidad 

de algunos artículos así: los artículos 6° del decreto 53 de 1993 y 7° de los 

decretos 108 de 1994, 49 de 1995, 108 de 1996 y 52 de 1997, fueron declarados 

nulos por la sentencia 11001032500019971702101 del 3 de marzo de 2005 por 

parte del Consejo de Estado. 

 

Así mismo, los artículos 7° del decreto 50 de 1998 y 8° del decreto 2729 de 2001, 

fueron anulados por el Consejo de Estado a través de la sentencia 

11001032500020030011301 del 13 de septiembre de 2007. 

 

La misma suerte corrió el artículo 7° del decreto 38 de 1999, anulado por el 

Consejo de Estado a través de la sentencia 1100103250001999003100 (197-99) 

del 14 de febrero de 2002. 
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Finalmente, los artículos 8° del decreto 2743 de 2000 y 6° del decreto 685 de 

2002, también fueron anulados por el Consejo de Estado a través de las 

sentencias 11001032500020010004301 (712-01) del 15 de abril de 2004 y 

1100103250002002017801 (3531-02) del 15 de julio de 2004, por extralimitación 

del Gobierno Nacional al decretar una prima especial del 30% a los Fiscales 

que nunca estuvieron incluidos en la Ley 4 de 1992. 

 

: Es cierto, esa fue la finalidad del artículo 14 de la Ley 4 de 1992.  

 

: Es parcialmente cierto. Es cierto que el artículo 14 de la Ley 4 de 1993, excluyó 

a los Fiscales como beneficiarios de la prima especial del 30%. No es cierto 

que el Consejo de Estado haya declarado la nulidad de los Decretos que 

fijaban el régimen salarial y prestacional de los empleados y funcionarios de 

la Fiscalía, decretó la nulidad de algunos artículos de los decretos, como se 

enunció en el numeral cuarto de esta contestación. 

 

No es cierto. El Consejo de Estado decretó las nulidad de algunos artículos de 

los decretos salariales, no de los decretos salariales como  la afirma el 

apoderado de la demandante. 

 

Pero además se debe aclarar que la razón de estas nulidades fue la 

extralimitación del Gobierno Nacional al hacer beneficiarios a los Fiscales 

cuando la Ley 4 de 1993 no lo había hecho. 

 

Vale la pena citar uno de los apartados de la sentencia 

11001032500020010004301 (712-01) del 15 de abril de 2004, en la que el 

Consejo de Estado examinó la legalidad del artículo 8 del decreto 2743 del 27 

de diciembre de 2000. Allí se señaló: 

 

“En este orden de ideas, vale decir, si la excepción contemplada en el 

Artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 se extiende a los funcionarios de la 

Fiscalía General de la Nación sujetos al régimen salarial previsto en el 

Artículo 3º del Decreto 53 de 1993, bien por mandato del Artículo 1º 

ejusdem -los que ingresaron después de su expedición-, o por decisión 

propia de aquellos que ya venían vinculados pero que habían 

continuado sometidos a las disposiciones que en esta materia los venían 

gobernando (Artículo 2º ibidem), forzoso es concluir que el Artículo 8º del 

Decreto 2743 de 2000, objeto de impugnación, contraría lo normado en 

el artículo mencionado de la citada ley, por cuanto por mandato del 

legislador, unos y otros quedaron excluidos de la posibilidad de ser 

beneficiarios de la prima especial de servicio a que el mismo se contrae. 

 

   

 Es parcialmente cierto. Es cierto que a partir del año 1993 y hasta el 2002, los 

decretos salariales de la Fiscalía General de la Nación disponían que el 30% 

del salario básico sería considerado como prima especial, la cual no 

constituyó factor salarial. Pero no es cierto que sea la demandada quien 

autónomamente haya descontado el 30% sobre las prestaciones del salario 

básico, así estaba estipulado en los decretos salariales, y así debió ser 

cumplido por mi representada. 
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La Fiscalia General de la Nación desde el año 1993 y hasta el 2002, se 

cancelaron los salarios como lo establecían los decretos. No es cierto. que del 

año 2003 en adelante mi representada adeude a la demandante algún 

factor prestacional, como ya se advirtió desde este año el salario de los 

Fiscales se viene pagando 100% prestacional. 

NUMERAL, No es cierto, la parte actora no es destinataria de la prima especial 

contemplada en el art. 15 de la ley 4 de 1993, por lo tanto me atengo a lo que 

resulete probado por la parte actora en este procesos. 

 

Con relación a los puntos 2.1 al 2.3 son meras apreciaciones de la parte actora 

por lo que se insta a    probar dichos argumentos. 

 

AL NUMERAL 3. PRIMA BONIFICACION JUDICIAL DECRETO 382 DE  2013 

tenemos: 

  

Si se revisa el contenido de los aspectos relacionados en los puntos 3.1 al 3.9 

se determina que es cierto en cuanto a lo relacionado normativamente del 

decreto 82, pero frente a las aseveraciones   realizadas por la parte actora 

solo corresponden a la interpretación que hace la apoderada, por lo tanto 

estas  deben ser probadas a lo largo del plenario 

 

 

FRENTE A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

El Actor pretende la Nulidad de las siguientes actuaciones: 
 

PRIMERA (…) 

 

TERCERA: Que se declare la nulidad y restablecimiento del derecho de los 
siguientes actos administrativos. 

Oficio No. 20175920007271 OFICIO 26 OCTUBRE DE 2017 Notificado el 17 de 
noviembre de 2017 mediante la cual resuelve derecho de petición y la 
resolución 21429 del 16 de  mayo  de 2018 notificada el 05diciembre de 2018 
por medio de la cual resuelve recurso apelación, mediante la  cual se niega 
a la Dra. ANA LEONOR  ALFONOS PEREZ  se niega el derecho del 30% de la 
remuneración mensual faltante del 30% para un total del 100% con las 
consecuencias prestacionales. Y a título de restablecimiento se DESDE EL 2003 
HACIA ATRÁS mas las consecuencias prestacionales  que generen dicho 
porcentaje incluidas las cesantías y desde el 01 de abril de 2005 hasta la fecha 
que funja como fiscal Delegado ante Jueces del circuito.. 

(…) 

  

OPOSICION A LAS PRETENSIONES Y DECLARACIONES 
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Respecto a todas y cada una de las enunciadas pretensiones de la 

demanda, manifiesto que me opongo a que prosperen en relación con mi 

representada la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN,   ha  pagado a  la 

demandada lo contemplado en los decretos salariales y prestacionales que 

el Gobierno Nacional expidió. Como entrará a demostrarse a lo largo de esta 

defensa 

 

ARGUMENTOS DE DEFENSA 

 

 

La liquidación que efectuó la Fiscalía General de la Nación de los salarios y 

prestaciones sociales de la parte actora tuvo fundamento en claras 

disposiciones legales, dando aplicación correcta a estas normas y en ello no 

ha habido irregularidad alguna. 

  

Establece nuestro Código Civil en su artículo 27: 

 

"Artículo 27: Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su 

tenor literal a pretexto de consultar su espíritu.  

 

Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, 

recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma 

o en la historia fidedigna de su establecimiento". 

 

Así las cosas, no puede predicarse inobservancia del tenor literal de la norma 

que en materia salarial y prestacional rigió para la parte actora por parte de 

la Entidad.  

 

De la prima establecida en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992. Los Fiscales y 

demás funcionarios de la Fiscalía General de la Nación no son beneficiarios 

 

El Congreso de la República de conformidad con lo establecido en el 

artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política expidió la 

Ley 4ª de 1992, norma que tiene como objetivo señalar las normas, objetivos 

y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del 

régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros 

del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las 

prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales. 

 

En esta norma se señaló entre otras cosas, que el Gobierno Nacional, con 

sujeción a las normas, criterios y objetivos contenidos en esta Ley, fijará el 

régimen salarial y prestacional de los empleados de la Fiscalía General de la 

Nación. 

 

Ahora bien, esta misma Ley autorizó en su artículo 14, al Gobierno Nacional 

para que estableciera una prima no inferior al 30% ni superior al 60% del salario 

básico, sin carácter salarial para los Magistrados de todo orden de los 

Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, Agentes 

del Ministerio Público delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de la 
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República, incluidos los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, 

Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal Militar, excepto los que 

opten por la escala de salarios de la Fiscalía General de la Nación, con 

efectos a partir del primero de enero de 1993. 

 

De la lectura del artículo es claro que los Fiscales de la Fiscalía General de la 

Nación no fueron beneficiarios de esta prima por parte de la Ley. Por voluntad 

del legislador se dispuso que la potestad gubernamental para crear la 

mencionada prima solo era en favor de los cargos enlistados en el artículo 14, 

y allí no se encuentran los funcionarios de esta entidad, con la salvedad de 

aquellos que no se acogieron al régimen salarial de la entidad con efectos a 

partir del 1° de enero de 1993. 

 

Recordemos que en los artículos 54 y 64 del decreto 2699 de 19911, se 

estableció que los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación que 

optaran por el régimen de esta entidad, tendrían un sistema de remuneración 

estructurado con base en el salario único o global -salario integral-, con 

prohibición expresa de las primas que venían recibiendo en la Rama Judicial. 

 

Es decir, que todos los Fiscales de la Fiscalía General de la Nación que optaron 

por una sola vez antes del 28 de febrero de 1993 por el régimen salarial y 

prestacional establecido en el decreto 53 de 1993, conforme al artículo 2° de 

ese decreto, no tiene derecho a la prima del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992. 

 

Ahora bien, aquí se encuentran también (como no beneficiarios de la prima 

del artículo 14) los Fiscales de la Fiscalía General de la Nación que no de 

manera voluntaria, sino por obligación deben regirse por el decreto 53 de 

1993. Estos son, los Fiscales que se vinculen a la entidad con posterioridad a la 

vigencia de este decreto, como lo dispone el artículo 1° del mismo.  

 

Fue este el argumento del Consejo de Estado, para anular de los decretos 

salariales expedidos por el Gobierno Nacional para los funcionarios de la 

Fiscalía General de la Nación, desde el año 1993 a 2002, los artículos referentes 

a la prima de 30% que el Gobierno había creado sin sustento alguno. 

 

Como se dijo anteriormente, los artículos 6° del decreto 53 de 1993 y 7° de los 

decretos 108 de 1994, 49 de 1995, 108 de 1996 y 52 de 1997, fueron declarados 

nulos por la sentencia 11001032500019971702101 del 3 de marzo de 2005 por 

parte del Consejo de Estado. Los artículos 7° del decreto 50 de 1998 y 8° del 

decreto 2729 de 2001, fueron anulados por el Consejo de Estado a través de 

la sentencia 11001032500020030011301 del 13 de septiembre de 2007. La 

misma suerte corrió el artículo 7° del decreto 38 de 1999, anulado por el 

Consejo de Estado a través de la sentencia 1100103250001999003100 (197-99) 

del 14 de febrero de 2002. 

 

Finalmente, los artículos 8° del decreto 2743 de 2000 y 6° del decreto 685 de 

2002, también fueron anulados por el Consejo de Estado a través de las 

 
1 Por el cual se expide el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación. 
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sentencias 11001032500020010004301 (712-01) del 15 de abril de 2004 y 

1100103250002002017801 (3531-02) del 15 de julio de 2004. 

 

Vale la pena citar uno de los apartados de la sentencia 

11001032500020010004301 (712-01) del 15 de abril de 2004, en la que el 

Consejo de Estado examinó la legalidad del artículo 8 del decreto 2743 del 27 

de diciembre de 2000. Allí se señaló: 

 

“En este orden de ideas, vale decir, si la excepción contemplada en el 

Artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 se extiende a los funcionarios de la 

Fiscalía General de la Nación sujetos al régimen salarial previsto en el 

Artículo 3º del Decreto 53 de 1993, bien por mandato del Artículo 1º 

ejusdem -los que ingresaron después de su expedición-, o por decisión 

propia de aquellos que ya venían vinculados pero que habían 

continuado sometidos a las disposiciones que en esta materia los venían 

gobernando (Artículo 2º ibídem), forzoso es concluir que el Artículo 8º del 

Decreto 2743 de 2000, objeto de impugnación, contraría lo normado en 

el artículo mencionado de la citada ley, por cuanto por mandato del 

legislador, unos y otros quedaron excluidos de la posibilidad de ser 

beneficiarios de la prima especial de servicio a que el mismo se contrae. 

 

Por esa razón no le era dable al Gobierno Nacional, invocando como 

sustento las disposiciones contenidas en esa ley, otorgar, por medio de 

la norma enjuiciada, el carácter de prima especial de servicios al 30% 

del salario básico mensual fijado en el Artículo 4º ejusdem para los 

servidores de la Fiscalía que allí se enlistan. 

 

(…) 

 

Es incuestionable que el Gobierno Nacional tenía facultad, a la luz de la 

Constitución y de la ley marco, para fijar el régimen salarial de los 

empleados de la Fiscalía, pero no es menos evidente que esa atribución 

no era ilimitada; por lo contrario, como lo manda el artículo 150, No 19, 

letra e, el Gobierno debe sujetarse a los criterios y objetivos fijados en la 

ley marco, que para el caso que nos ocupa es la ley 4/92 en su artículo 

14. Y es por eso por lo que, en desarrollo de este ordenamiento superior, 

dicha ley estableció en su artículo 1º que “El Gobierno Nacional, con 

sujeción a las normas, criterios y objetivos contenidos en esta ley, fijará el 

régimen salarial y prestacional”, entre otros, de los empleados de la 

Fiscalía General de la Nación. De donde se infiere que no se trata de un 

poder absoluto o arbitrario, sino sometido al respeto del principio de la 

legalidad; pilar incuestionable de nuestro Estado Social de Derecho.  

 

(…) 

 

Finalmente, no sobra anotar que la prima especial sin carácter salarial 

no adquiere legalidad alguna por el hecho de que haya sido 

consagrada en decretos de la naturaleza del 052 de 1.993, pues éstos, 

al igual que la norma acusada en el sub-lite, son de la misma jerarquía, 
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amén de que es deber del Gobierno obrar dentro de los límites fijados 

en la ley 4/92, art. 14. 

 

(…) 

 

Pero hay algo mucho más grave en el criterio que ahora se censura.  Se 

afirma que “queda claro que la excepción consagrada en el artículo 14 

de la ley 4 de 1992, que excluye a determinados funcionarios de la 

Fiscalía de la percepción de la prima especial allí consagrada, no puede 

aplicarse a quienes optaron por el régimen salarial y prestacional 

previsto por el decreto 53 de 1993 y los decretos posteriores que lo 

subrogaron o adicionaron, esto es, los que se impugnan en la presente 

acción de simple nulidad” 

 

Lo anterior resulta ser contraevidente, pues se opone de modo abierto 

al texto del artículo 14 de la L. 4/92 que, cuando establece la excepción, 

prescribe que la prima especial sin carácter salarial no cobija a los 

funcionarios que opten por la escala de salarios de la Fiscalía General 

de la Nación, con efectos a partir del primero (1º) de enero de 1.993; 

funcionarios que son aquellos que como Jueces de la República, en el 

campo de la Instrucción Criminal, hubieron de pasar a la Fiscalía”.  

 

En esa misma sentencia, el Consejo de Estado también se refirió a las leyes 332 

de 1996 y 476 de 1998, y encontró que estas no le daban el derecho de la 

prima de 30% a los Fiscales de la Fiscalía General de la Nación. Así lo señaló: 

 

“3. Debe señalarse que el inciso 1º del artículo 1 de la ley 332 de 1.996, 

introdujo un solo cambio a la ley marco, cual es el de que la prima 

especial sin carácter salarial de que trata el art. 14 de la ley 4/92 hará 

parte del ingreso base “únicamente para efectos de la liquidación de la 

pensión de jubilación para lo cual se harán las cotizaciones de 

pensiones establecidas en la ley”. 

 

Y la ley 476 de 1.998 es apenas de carácter aclaratorio y no tiene 

incidencia en el contenido de la ley marco, la cual, al conservar su 

contenido en lo fundamental debió ser acatada por el Gobierno 

cuando expidió el decreto acusado.” (Negrillas originales). 

 

Los anteriores apartados de la sentencia citada son importantes pues 

demuestran dos antecedentes muy importantes para resolver el caso que 

aquí nos ocupa; (i) los artículos que contenían la prima del 30% en los decretos 

salariales de los años 1993 a 2002, fueron anulados porque los Fiscales de la 

Fiscalía General de la Nación no son beneficiarios de dicha prima por 

voluntad del legislador, y en estos casos el Gobierno Nacional se excedió en 

su potestad reglamentaria el incluirlos. Y (ii) los artículos que contenían esta 

prima fueron anulados en su totalidad, por completo, no en parte, o solo una 

expresión que estos contenían, como si ha sucedido con los decretos 

salariales de la Rama Judicial. 
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De esta manera, y respetando los fallos del Consejo de Estado ya 

mencionados, pero sobre todo, respetando la voluntad del legislador, el 

Gobierno Nacional al expedir los decretos salariales de los funcionarios de la 

Fiscalía General de la Nación de los años 2003 en adelante, no incluyó la 

prima de 30% para los Fiscales y demás funcionarios como en derecho 

corresponde. 

 

Aunque el artículo 1º de la Ley 332 de 1996 reiteró la aludida exclusión o 

excepción de aplicación de dicha prima, a la postre, el artículo 1º8 de la Ley 

476 de 1998 terminó con la discriminación originaria en el artículo 14 de la Ley 

4ª de 1992. Por manera que los delegados de la Fiscalía General de la Nación 

ante la Jurisdicción Penal, regulados por el Decreto 53 de 1993, tendrán 

derecho a la aludida prima, que le ordenó crear el legislador al Gobierno 

Nacional, sin carácter salarial. Esta afirmación se extrae de la sentencia de 

unificación de 15 de diciembre de 2020, expedida por la 

 

Se sigue de lo anterior, que los Fiscales del Decreto 53 de 1993 no tienen 

derecho a la prima de la Ley 4ª de 1992 antes de 1998. Sin embargo, el 

Gobierno Nacional se apartó de tal directriz, pues entre 1994 y 1997 creó una 

prima que denominó especial para los Fiscales del Decreto 53 de 1993. En vista 

que no lo autorizaba el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, el Consejo de Estado 

tuvo que declarar nulos los artículos de los decretos que crearon la prima 

especial durante dicho lapso. Sin embargo, el Consejo de Estado mantuvo 

igual criterio, al declarar la nulidad de los artículos de los decretos que crearon 

la prima especial entre 1998 y 2002 para los Fiscales del Decreto 53 de 1993, 

tesis que se recogió con la más reciente sentencia de unificación de 15 de 

diciembre de 2020. 

No obstante, el argumento de la falta de autorización legal, no fue el único 

que se expuso en los aludidos fallos de nulidad. También se esgrimieron otros 

razonamientos como que el Gobierno Nacional lo que hizo, al desarrollar el 

artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 para los Fiscales del Decreto 53 de 1993, fue 

fraccionar el sueldo del Fiscal así: 30% a título de prima especial y 70% a 

manera de salario. Bajo este postulado jurisprudencial, resultaba lógico que 

no se ordenará a los Fiscales del Decreto 53 de 1993, que devolvieran el valor 

pagado por concepto de prima especial, pues a la postre hacía parte del 

salario. Este criterio, se expuso en sentencia de unificación de la 4 de agosto 

de 2010. 

 

Ahora, como el valor que se pagó como prima especial en realidad era 

salario, la consecuencia lógica era señalar que el valor pagado como prima 

especial debía tomarse para liquidar las prestaciones sociales, entre ellas, las 

cesantías, pues éstas se liquidan sobre el 100% del salario. Sin embargo, el 

Consejo de Estado precisó 

 

Dado que al Consejo de Estado le resulta forzoso seguir con la anunciada 

línea de razonamiento, en la aludida de sentencia de unificación de 4 de 

agosto de 2010 determinó que el derecho a reclamar que la reliquidación de 

las prestaciones sociales, con el salario pagado a título de prima especial 

entre 1994 y 2002, surgió con la primera sentencia de nulidad. Este criterio, ha 

sido reiterado en las providencias posteriores, e incluye el año 2002, pues el 
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Gobierno Nacional dejó de reproducir el texto anulado hasta con la 

expedición del Decreto 3549 de 2003. 

En conclusión, la regla general es que la prima especial no constituye factor 

de liquidación de las prestaciones sociales, entre ellas, las cesantías. Si bien es 

cierto, los Fiscales del Decreto 53 de 1993 tienen derecho a devengar la prima 

especial a partir de 1998, ello no es igual a decir que constituye salario para 

efectos prestacionales. 

 

PROBLEMA JURIDICO 

 

Deberá el Despacho resolver el siguiente problema jurídico que considera 

esta defensa asi: 

 

a) Corresponde a este despacho determinar si se deben inaplicar los 

decretos por medio de los cuales el Gobierno Nacional ha dictado 

normas sobre el régimen salarial y prestacional de los servidores 

públicos de la Fiscalía General de la Nación en lo pertinente a la prima 

especial creada por la Ley 4 de 1992, como prestación no constitutiva 

de salario, al ser contraria a la Constitución y la Ley. 

 

b) Si, en consecuencia, de la declaratoria anterior, hay lugar a declarar la 

nulidad de los actos administrativos contenidos en  la resolución  acusada por 

la parte  actora, que negaron el derecho reclamado, y si a título de 

restablecimiento hay lugar a la liquidación y pago de las prestaciones sociales 

durante el tiempo que se ha desempeñado como Fiscal de la Republica; 

teniéndose en cuenta para el efecto como base de liquidación el 100% de la 

remuneración básica mensual legal y la reliquidación de sus prestaciones 

sociales 

 

 

De la normativa y jurisprudencia citada, surge sin lugar a dudas que a la parte 

actora no le asiste el derecho reclamado, por lo que a la FISCALÍA GENERAL 

DE LA NACIÓN no le es dable entrar a reconocer sino lo que la ley dispone, y 

obrar contrario a ello, hubiese implicado efectos y consecuencias nocivas 

frente al ordenamiento jurídico y la comunidad en general, puesto que la 

Entidad quebrantaría su deber de protección del erario, el servidor que 

ordenara el pago cometería una falta disciplinaria y el trabajador que lo 

recibiere incurriría en un enriquecimiento ilícito. 

 

Además, está en la obligación de atender lo dispuesto en los diferentes 

decretos salariales cuando estipula:” Ninguna autoridad podrá establecer o 

modificar el régimen salarial o prestacional estatuido por las normas del 

presente decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la 

Ley 4º de 1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y 

no creará derechos adquiridos.” 

 

De allí que la conclusión no es otra que, la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

en el caso que nos ocupa obró en cumplimiento de un deber legal. 

 



 
2021-00640-00 

JL45838 

Ek2240314  

  Página 1 de 10 

 

DIRECCIÓN DE  ASUNTOS J URÍDICOS  
D i a g o n a l  2 2 B  N o . 5 2 - 0 1  B L O Q U E  C  P I S O  3 ,  B O G O T Á  D . C  C ó d i g o  P o s t a l  111 3 2 1  
C O N M U TA D O R :  5 7 0  2 0 0 0  -  4 1 4  9 0 0 0  E X T.  11 6 3 5  
w w w . f i s c a l i a . g o v . c o  

. De la presunta modificación, supresión o disminución de los derechos 

laborales de los Fiscales de la Fiscalía General de la Nación  

 

Como ya se dijo con anterioridad, la Ley 4ª de 1992 le ordenó al Gobierno 

Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos contenidos en esta 

Ley, que fijará el régimen salarial y prestacional de los empleados de la Fiscalía 

General de la Nación. 

 

Y así lo ha hecho el Gobierno, año tras año ha expedido los decretos salariales 

que fijan el régimen salarial y prestacional de todos los funcionarios de esta 

entidad. Es por ello, y con el ánimo de generar claridad, a continuación, se 

muestra como el salario de uno de los empleos de Fiscal ha aumentado de 

manera progresiva en el tiempo. Se toma en este caso el empleo de Fiscal 

Seccional (delegados ante los jueces penales de Circuito) a manera de 

ejemplo, pero el ejercicio puede realizarse con cada uno de los empleos de 

la entidad. 

 

Decreto Fiscal Seccional 

(delegados ante los 

jueces penales de 

Circuito) 

Sueldo 

053 de 1993 Fiscal Seccional 1.218.750 

108 de 1994 Fiscal Seccional 1.474.688 

49 de 1995 Fiscal Seccional 1.740.132 

108 de 1996 Fiscal Seccional 2.001.152 

52 de 1997 Fiscal Seccional 2.161.245 

50 de 1998 Fiscal Seccional 2.682.930 

38 de 1999 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

3,031,711 

2743 de 2000 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

3,311,538 

2729 de 2001 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

3,407,573 

685 de 2002 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

3.568.752 

3549 de 2003 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

3,704,722 

4180 de 2004 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

3.858.839 

943 de 2005 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

4.071.076 

396 de 2006 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

4.274.630 

625 de 2007 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

4.466.989 

665 de 2008 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

4.721.161 

730 de 2009 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

5.154.092 
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1395 de 2010 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

5.282.945 

1047 de 2011 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

5.450.415 

875 de 2012 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

5.722.936 

1035 de 2013 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

5.919.805 

205 de 2014 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

6.093.848 

1087 de 2015 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

6.377.822 

219 de 2016 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

6.873.379 

989 de 2017 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

7.337.333 

343 de 2018 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

7.710.804 

996 de 2019 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

8.057.791 

300 de 2020 Fiscal Delegado ante 

Jueces de Circuito 

8.470.350 

 

Como se observa, desde el año 1993 hasta la fecha, el salario de los Fiscales 

Seccionales, hoy Fiscales Delegados ante Jueces de Circuito, ha aumentado 

de manera progresiva, en cumplimiento de mandatos legales y 

constitucionales. Como se dijo, el mismo ejercicio se puede realizar con cada 

uno de los empleos de la entidad y el resultado será el mismo. 

 

Lo anterior sin contar que los Fiscales de la Fiscalía General de la Nación son 

beneficiarios del decreto 1251 de 2009 y de la bonificación judicial contenida 

en el decreto 382 de 2013, que cada mes terminan sumando a lo percibido 

por estos funcionarios. Todo ello, bajo el principio de progresividad de los 

derechos laborales de todos los trabajadores. 

 

Ahora bien, no puede decirse que el Gobierno Nacional va en contra de este 

principio al no incluir la prima de 30% en los decretos salariales del año 2003 a 

la fecha, pues como se dijo, lo hizo porque el legislador no previó tal prima 

para los Fiscales ni demás funcionarios de Fiscalía General de la Nación. 

 

La prohibición de regresividad se reputa precisamente de derechos, de 

derechos otorgados por la Constitución, incluso en el bloque de 

constitucionalidad, o la Ley y como se ha dicho de manera reiterada los 

Fiscales de la Fiscalía General de la Nación no tienen derecho a la prima de 

30%. Ese fue el principal fundamento del Consejo de Estado para anular las 

disposiciones del año 1993 al 2002. Por lo que no puede hablarse en este caso 

de supresión o regresividad por la reglamentación realizada por el Gobierno 

Nacional. 
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No puede llegarse al supuesto según el cual, por el hecho de que por unos 

años el Gobierno Nacional reconoció el pago de la prima de 30% a los Fiscales 

de la Fiscalía General de la Nación sin tener derecho a esta como lo señaló 

el Consejo de Estado, nazca de dicha ilegalidad un derecho en favor de tales 

funcionarios y que el mismo deba ser protegido con principios de prohibición 

de regresividad y favorabilidad. 

 

Sería esto un grave golpe al Estado Social de Derecho, pues dicha teoría 

además de ser contraría a la Constitución, lo que hace es deslegitimar 

verdaderos derechos laborales en este caso, que si deben protegerse y 

garantizarse.  

 

Así mismo, el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992 es claro en indicar que todo 

régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 

disposiciones contenidas en dicha Ley, carecerá de todo efecto y no creará 

derechos adquiridos. 

 

Finalmente, vale la pena recordar que el Consejo de Estado al anular los 

artículos de los decretos de los años 1993 a 2002, señaló que los funcionarios 

de la fiscalía general de la Nación que hubiesen recibido esta prima no 

estarían obligados a reembolsarla a la entidad, por cuanto ello ocurrió en el 

marco de la buena fe. La misma que queda difícil de presumir de la solicitud 

de protección de un derecho laboral que no existe. Para el Despacho no hay 

lugar a reconocer la reliquidación de las prestaciones sociales del 

demandante, toda vez que, de acuerdo con la sentencia de unificación 

jurisprudencial citada y conforme a lo probado en el proceso, desde la 

vinculación de la actora con la entidad demandada, esta ha venido 

liquidando sus prestaciones sociales con base en el 100% del sueldo básico. 

 

Siendo así, hacemos énfasis en que el Consejo de Estado, Sección Segunda, 

mediante las sentencias que se relacionan a continuación, declaró nulos los 

artículos referentes a la prima especial del 30% contenidos en los decretos que 

regularon el régimen salarial que cobijaba a la hoy demandante: 

 

Decreto 108 de 

1994, artículo 7  

Sentencia de 3 de marzo de 2005, Expediente 

No. 17021, Consejera Ponente Dra. Ana Margarita 

Olaya Forero Decreto 49 de 1995 

artículo 7 

Decreto 108 de 

1996 artículo 7 

Decreto 52 de 1997 

artículo 7 

Decreto 50 de 1998, 

artículo 7 

 

Sentencia de 13 de septiembre de 2007, Expediente 

No.478-03, Consejero Ponente Dr. Alejandro Ordoñez 

Maldonado. 

Decreto 38 de 1999, 

artículo 7   

Sentencia de 14 de febrero de 2002, Expediente No. 

197-99, Consejero Ponente Dr. Nicolás Pájaro 
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 Peñaranda. 

Decreto 2743 de 

2000, artículo 8 

 

Sentencia de abril 15 de 2004, Expediente No. 712-01, 

Consejero Ponente Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda. 

Decreto 1480 de 

2001, artículo 8  

 

Sentencia de 25 de noviembre de 2004, Expediente 

No. 4419-01, Consejera Ponente Dra. Ana Margarita 

Olaya Forero. 

Decreto 2729 de 

2001, artículo 8 

 

Sentencia de 13 de septiembre de 2007, Expediente 

No.478-03, Consejero Ponente Dr. Alejandro Ordoñez 

Maldonado. 

Decreto 685 de 

2002, artículo 7 

Sentencia de 15 de julio de 2004, Expediente 

No. 3531-02, Consejero Ponente Dr. Ana Margarita 

Olaya Forero. 

 

En consecuencia de lo anterior, DEBE ENTRARSE a analizar los derechos del 

demandante y conforme a los estudios jurisprudenciales, se encuentra 

prescrita la obligación y a partir de cuando surgió el derecho el cual debe 

contarse  a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de cada una de 

dichas Sentencias, ocurrida días después de ser proferidas. 

 

De los documentos allegados al expediente se observa que el demandante  

presentó derecho de petición  en el año 2017 solicitando  el reconocimiento 

del 30% de sus asignaciones básicas mensuales que no fue tenido en cuenta 

como PRIMA ESPECIAL en la liquidación de sus prestaciones sociales desde  

1994 A   2013 es importante  indicar que ha operado el fenómeno de la 

prescripción, pues de acuerdo con lo previsto en el artículo 41 del Decreto 

3135 de 1968, los derechos prescribirán en tres años contados desde el 

momento en que la obligación se haga  exigible. 

 

 

 

TESIS DE ESTA DEFENSA. 

 

Para el Despacho no hay lugar a reconocer la reliquidación de las 

prestaciones sociales del demandante, toda vez que, de acuerdo con la 

sentencia de unificación jurisprudencial citada y conforme a lo probado en 

el proceso, desde la vinculación de la actora con la entidad demandada, 

esta ha venido liquidando sus prestaciones sociales con base en el 100% del 

sueldo básico. 

 

De otra parte, la Fiscalia general de la nación desde el  año 2003 ha pagado  

el 100% del salario base a la actora, le ha cancelado lo correspondiente a la 

prima especial,  

 

 

PETICIÓN 
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Solicito a su Despacho, de manera respetuosa y por las anteriores razones, se 

procure un fallo que deniegue todas las declaraciones y condenas solicitadas 

en la demanda.  

 

PRUEBAS 

 

De conformidad con el parágrafo 1º. Del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, 

respecto a los antecedentes administrativos, se observa que el demandante 

aportó la documental suficiente relacionada con el hecho generador de la 

demanda, la cual respetuosamente solicito sea tenida en cuenta. Sin 

embargo y en cumplimiento a la citada norma, aporto mensaje Outlook 

mediante el cual se solicitaron los antecedentes a la Dra. Sandra Milena Sierra 

Peñaloza del Nivel Central de la Fiscalía General de la Nación, con solicitud 

de envío al Despacho y apoderados dentro del proceso. 

 

Así mismo, me permito indicarle al Despacho, que si el señor Juez considera 

que se debe aportar otros documentos del demandante en forma inmediata 

esta defensa estará presta a atender su solicitud.  

 

 

ANEXOS 

 

Acompaño al presente memorial los siguientes: 

 

- Poder para actuar y sus anexos. 

- Mensaje Outlook extracto hoja de vida y antecedentes laborales 

 

NOTIFICACIONES 

 

Las recibiré en la Diagonal 22 B No. 52 - 01, Edificio C Piso 3º, Ciudad Salitre, 

Bogotá, Dirección Jurídica de la Fiscalía General de la Nación o en la 

Secretaría del despacho. Correos para notificaciones judiciales: 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co y  Yaribel.garcia@fiscalia.gov.co 

 

Cordialmente, 

 

 

 

 
YARIBEL GARCIA SANCHEZ 

C. C. No. 66.859.562 T.P. 119059 CSJ 
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Bogotá D.C.
 
Señores  
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA
SECCIÓN SEGUNDA- SALA TRANSITORIA
Magistrado Ponente: Dr.  Carlos Enrique Berrocal Mora
E.S.D.
 
Asunto:                      Contestación demanda
Clase de Proceso:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Radicado:                  250002342000-2021-00640-00
Demandante:            ANA LEONOR ALOFNOSO PEREZ
Demandado:              fiscalía general de la Nación   
 

YARIBEL GARCIA SANCHEZ, domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 66.859.562
expedida en  Cali Valle portadora de la Tarjeta Profesional No. 119059 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando conforme a
poder debidamente otorgado con base en la delegación conferida en la Resolución 0-0303 del 20 de marzo de 2018, expedida por
el Fiscal General de la Nación, documentos que se adjuntan a la presente con sus respectivos anexos. Respetuosamente dentro del
término legal por medio del presente escrito procedo a DAR CONTESTACION a la demanda impetrada, en los siguientes términos:
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
De: Luisa Fernanda Muñoz Velandia <luisaf.munoz@fiscalia.gov.co> 

Enviado el: miércoles, 20 de octubre de 2021 4:40 p. m.

Para: Yaribel Garcia Sanchez <yaribel.garcia@fiscalia.gov.co>

CC: Carolina Salazar Llanos <carolina.salazarll@fiscalia.gov.co>; Orlando Diaz Rodriguez <orlando.diaz@fiscalia.gov.co>

Asunto: RV: URGENTE!!! NOTIFICACIÓN PERSONAL DE LA DEMANDA DEL EXPEDIENTE 25000234200020210064000.
 
SE REMITE DEMANDA ASIGNADA ASÍ:
 

2240314
ANA LEONOR
ALFONSO PEREZ 25000234200020210064000

seccion segunda
mixta del tribunal
administrativo de
cundinamarca

BOGOTA NULIDAD

No
reconocimiento
de reajuste o
nivelacion
salarial

PRIMA
ESPECIAL 30%

LUISA
MUÑOZ

19/10/2021 45838
YARIBEL
GARCIA

 
 

Luisa Fernanda Muñoz Velandia  

Tel (57) (1) 5702000 EXT 11438

Fiscalía General de la Nación - Dirección de asuntos jurídicos  

Diagonal 22B No. 52 – 01, Nivel Central, Bogotá D.C 

 

 

Cuidemos del medio ambiente. Por favor no imprima este e-mail si no es necesario.

 

De: Juridica Notificaciones Judiciales <jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co>

Enviado: martes, 19 de octubre de 2021 7:35 p. m.

Para: Luisa Fernanda Muñoz Velandia <luisaf.munoz@fiscalia.gov.co>

Cc: Orlando Diaz Rodriguez <orlando.diaz@fiscalia.gov.co>

Asunto: RV: URGENTE!!! NOTIFICACIÓN PERSONAL DE LA DEMANDA DEL EXPEDIENTE 25000234200020210064000.
 
JNAV
 
Cordial saludo.
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Adjunto me permito reenviar el presente correo para su conocimiento y trámite.

De: Secretaria Seccion 02 Subseccion 03 - Cundinamarca - Cundinamarca <scs02sb03tadmincdm01@notificacionesrj.gov.co>

Enviado: martes, 19 de octubre de 2021 6:54 p. m.

Para: Juridica Notificaciones Judiciales <jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co>; Olga Liliana Suarez Colmenares <osuarez@procuraduria.gov.co>;
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>; Orfeo <agencia@defensajuridica.gov.co>

Asunto: URGENTE!!! NOTIFICACIÓN PERSONAL DE LA DEMANDA DEL EXPEDIENTE 25000234200020210064000.
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA
Sección Segunda – Subsección “C”

Calle. 24 No. 53 – 28 Of. 1-11 Tel. 4233390 Ext. 8166, Fax 8167
Rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co

 

NOTIFICACIÓN PERSONAL DE LA DEMANDA.
OFICIO NOTIFICACIÓN NP- CONJUEZ2021-.

BOGOTA, D.C. OCTUBRE 19 DE 2021.
 
Señores:
·  FISCAL GENERAL DE LA NACION.
·  PROCURADORA 129 JUDICIAL II ADMINISTRATIVO
·  DIRECTOR DE LA AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO
Ciudad
 
EXPEDIENTE : 25000234200020210064000.
DEMANDANTE : ANA LEONOR ALFONSO PEREZ.
DEMANDADO : FISCALIA GENERAL DE LA NACION.
MAGISTRADO : CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA.

 
En la ciudad de Bogotá, D.C. el suscrito citador de la SECCION SEGUNDA – SUBSECCION “C”, NOTIFÍCA PERSONALMENTE mediante
correo electrónico, AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA DE FECHA QUINCE  (15) DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTIUNO (2021),
SE LE ENVIA COPIA DE LA DEMANDA, ANEXOS Y AUTO ADMISORIO, del proceso de la referencia de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 197 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de Enero de 2021.
 
El traslado de la Demanda se empezará a contabilizar dos (2) días hábiles siguientes al envío de esta comunicación, una vez vencido se
iniciará a correr el traslado para contestar la demanda por el término común de treinta (30) días, para los efectos del artículo 172 de la
Ley 1437 de 2011; se advierte que la entidad demandada tiene la obligación de aportar copia del expediente administrativo con la contestación de
la demanda.
 
Para la eficacia de los mecanismos electrónicos implementados, en sus memoriales, las partes notificadas deberán relacionar plenamente los
datos necesarios para identificar la demanda, los demandados y los correos electrónicos para surtir las notificaciones, así como también deberán
cargar los documentos anexos en formatos PDF.  Para la radicación de memoriales es imprescindible: i) identificar la radicación del proceso, los 23
dígitos que lo conforman. ii) Informar magistrado ponente, iii) señalar el objeto del memorial, y iv) en los casos en que se presenten escritos de los
cuales se deba correrse traslado a los demás sujetos procesales, se deberá acreditar haber realizado ese traslado a la contraparte, para
garantizar el derecho de contradicción, conforme al artículo 51 de la Ley 2080 de 2021 en observancia de los principios de celeridad, eficacia y
economía procesal.
La presente NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA se entenderá PERSONAL, acorde a lo estipulado en el Artículo 197 del CPACA.
 

 
 
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió
por error comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar
su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el
destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una
autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene información confidencial y se encuentra
protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este
mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente
prohibido.
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene información confidencial y se encuentra
protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este
mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente
prohibido.
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene información confidencial y
se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor
autorizado, o por error recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma cualquier
acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido. NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje
(incluyendo cualquier anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona o
compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier
retención difusión, distribución, copia o toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido.





 
Honorable Magistrado 

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

E.S.D. 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD SIMPLE 

DEMANDANTE:  ANA LEONOR ALFONSO PEREZ 

RADICADO:   25000234200020210064000 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, domiciliada en la Ciudad de Bogotá, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.881.383 de Arjona – Bolívar, en 

calidad de Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos 

Jurídicos, debidamente designada mediante Oficio 20181500002733 del 04 de abril 

de 2018, en los términos de la delegación efectuada por el Señor FISCAL GENERAL 

DE LA NACIÓN, mediante el artículo octavo de la Resolución N° 0-0303 del 20 de 

marzo de 2018, documentos que anexo al presente escrito, atentamente manifiesto 

que confiero poder especial, amplio y suficiente a la Doctora YARIBEL GARCIA 

SANCHEZ, abogada en ejercicio, portadora de la C.C. No.66.859.562, tarjeta 

profesional No. 119.059 del C.S.J. para que represente a la FISCALÍA GENERAL DE 

LA NACIÓN en el proceso de la referencia. 

 

La Doctora YARIBEL GARCIA SANCHEZ, queda investida de las facultades 

consagradas en el artículo 77 del Código General del Proceso y en especial para, 

sustituir, conciliar total o parcialmente, recibir, presentar recursos ordinarios y 

extraordinarios y en general para adelantar las diligencias tendientes al cabal 

desarrollo del presente mandato. 

 

Solicito respetuosamente se reconozca personería a la Doctora YARIBEL GARCIA 

SANCHEZ, en los términos y para los fines que confiere el presente poder. 

 

El correo institucional del abogado es yaribel.garcia@fiscalia.gov.co, el correo 

electrónico para notificaciones judiciales, comunicaciones, citaciones, traslados o 

cualquier otra actuación que se realice a través de un mensaje de datos es 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  

 

De Usted, 

 

 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO 

Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica 

Dirección de Asuntos Jurídicos 

 

Acepto: 

 

 

 

YARIBEL GARCIA SANCHEZ 

C. C. No. 66.859.562 

T. P.  No. 119.059 del C. S. J. 
 
Elaboró Rocio Rojas R.- 
22-10-21 
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Resolución No. .O O 3 O 3 
2 O MAR. 201lf -- 

"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos y se dictan otras disposiciones" 

EL FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN 

En uso de las facultades otorgadas por el Decreto Ley O 16 del 9 de enero de 2014, en especial 
de las conferidas en los numerales 2, 19, 25 y el parágrafo del artículo 4 °, y 

CONSIDERANDO: 

Que el numeral 19 del artículo 4° del Decreto Ley O 16 de 2014, otorgó al Fiscal General de la 
Nación la facultad de "[ e ]xpedir reglamentos, protocolos, órdenes, circulares y manuales de 
organización y procedimiento conducentes a la organización administrativa y al eficaz 
desempeño de las funciones de la Fiscalía General de la Nación". 

Que el numeral 25 del artículo 4° del Decreto Ley 016 de 2014, facultó al Fiscal General de la 
Nación para "[c]rear, conformar, modificar o suprimir secciones, departamentos, comités, 
unidades y grupos internos de trabajo que se requieran para el cumplimiento de las funciones 
a cargo de la Fiscalía General de la Nación". 

Que mediante el Decreto Ley 898 de 201 7, expedido en desarrollo de las facultades otorgadas 
al Presidente de la República por medio del Acto Legislativo 001 de 2016, se reformó la 
estructura orgánica de la Fiscalía General de la Nación con el objeto de dar cumplimiento a 
los mandatos derivados del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera. 

Que el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017 modificó el artículo 9° del Decreto Ley 016 
de 2014 y definió las funciones a cargo de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía 
General de la Nación. 

Que en virtud de lo anterior es necesario establecer la organización interna de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos, conforme a los principios que rigen la Administración Pública, a efectos de 
cumplir con el objeto para el cual fue creada y permitir que su gestión sea ágil, eficiente y 
oportuna. 

Que el artículo 45 del Decreto Ley 016 de 2014 establece que el Fiscal General de la Nación 
tiene competencia para organizar Departamentos, Unidades y Secciones, así como señalarle 
sus funciones, atendiendo entre otros principios al de racionalización del gasto, eficiencia, 
fortalecimiento de la gestión administrativa y mejoramien o de la prestación del servicio. Las 
jefaturas de Unidades y Secciones serán ejercidas por el s ervidor de la Fiscalía General de la 
Nación a quien se le asigne la función. 
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Que por lo expuesto, 

RESUELVE: 

CAPÍTULO! 

ORGANIZACIÓN INTERNA DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 

ARTÍCULO PRIMERO. La Dirección de Asuntos Jurídicos tendrá la siguiente organización 
interna: 

1. Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 
1.1.Secretaría Común y Apoyo a la Gestión 

2. Unidad de Defensa Jurídica. 
2.1. Sección de lo Contencioso Administrativo. 
2.2. Sección de Pago de Sentencias y Acuerdos Conciliatorios. 
2.3. Secretaría Técnica del Comité de Conciliación. 

3. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual. 
3 .1. Sección de Jurisdicción Coactiva. 
3.2. Sección de Competencia Residual. 

4. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales. 
4.1. Sección de Conceptos y Control de Legalidad. 
4.2. Sección Asuntos Constitucionales y Relatoría. 

PARÁGRAFO. Las funciones asignadas a la Dirección ce Asuntos Jurídicos por el artículo 
9° del Decreto Ley 016 de 2014 modificado por el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017, 
desarrolladas en la presente Resolución, serán distribuidas por el Director(a) de esta 
dependencia en el Departamento, Unidades y Secciones determinados en este artículo. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos. Al Despacho 
del Director(a) de Asuntos .Jurídicos le corresponde dirigir, articular, controlar y evaluar el 
cumplimiento de las funciones establecidas para la dependencia en el artículo 9° del Decreto 
Ley 016 de 2014, modificado por el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017. 

ARTÍCULO TERCERO. Unidad de Defensa Jurídica. La Unidad de Defensa Jurídica de 
la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las siguientes funciones: 
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1. Proponer para la aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos acciones y políticas 
de estrategia para la adecuada defensa jurídica de la Entidad en los procesos en los que 
la Fiscalía General de la Nación sea parte o interviniente. 

2. Ejercer la representación jurídica y la defensa técnica de la Fiscalía General de la 
Nación en los procesos extrajudiciales, judiciales y administrativos en los que la 
Entidad sea parte o interviniente procesal, de acuerdo con la delegación contenida en 
este acto administrativo. 

3. Coordinar la labor de defensa técnica de la Entidad que cumplen los servidores de la 
Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales 
conforme a las directrices impartidas por el Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

4. Proponer y sustentar para aprobación del Comité de Conciliación de la Entidad, las 
políticas de prevención del daño antijurídico, con fundamento en los procesos en que 
es parte la Entidad. 

5. Adelantar las gestiones necesarias para el cumplimiento de las funciones asignadas al 
Comité de Conciliación de la Entidad. 

6. Revisar las actas del Comité de Conciliación las cuales serán suscritas por el 
Presidente, el Director (a) de Asuntos Jurídicos y el Secretario (a) Técnico que hayan 
asistido a la respectiva sesión. 

7. Coordinar y supervisar el cumplimiento de las sentencias judiciales en las que la 
Fiscalía General de la Nación tiene la calidad de parte o interviniente. 

8. Coordinar y tramitar los reintegros ordenados por autoridades judiciales y elaborar el 
proyecto de acto administrativo para aprobación del Director (a) de Asuntos Jurídicos 
y posterior firma del Fiscal General de la Nación. Para el efecto, la Subdirección de 
Talento Humano será encargada de remitir la información de su competencia, necesaria 
para el cabal cumplimiento de este trámite. 

9. Coordinar para la aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos, la elaboración del 
protocolo de reparto de expedientes, asignación de tumo y seguimiento al rubro de 
pago de sentencias y conciliaciones, con estricto cumplimiento de los requisitos legales 
en aras de garantizar el derecho de turno de los peticionarios, así como de los principios 
de objetividad y transparencia. 

1 O. Adelantar el trámite correspondiente para la expedición del acto administrativo de 
reconocimiento y pago de sentencias y conciliaciones, previa liquidación por parte de 
la Subdirección Financiera y someter a la aprobación del Director(a) de Asuntos 
Jurídicos las resoluciones que materializan el cumplimiento de la obligación para la 
posterior firma del Director Ejecutivo. 

11. Elaborar para firma del Director (a) de Asuntos Jurídicos, el proyecto de respuesta a 
las solicitudes de extensión de jurisprudencia. 

12. Presentar para aprobación y suscripción del Directoria) de Asuntos Jurídicos los 
informes contables correspondientes a esta Unidad. 

13. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 
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14. Las demás que le sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y el Director(a) de 
Asuntos Jurídicos. 

ARTÍCULO CUARTO. Defensa Jurídica a Nivel Departamental y Municipal. La 
Defensa Jurídica de la Fiscalía General de la Nación en los procesos en los que es parte o 
interviniente ante los despachos administrativos y judiciales distintos a los ubicados en la 
ciudad de Bogotá D.C., estará apoyada por los servidores de la Dirección de Asuntos Jurídicos 
con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, quienes cumplirán las siguientes 
funciones: 

1. Asumir la representación de la Entidad dentro de los procesos prejudiciales, judiciales 
y administrativos en los que tenga la calidad de parte o interviniente, en los eventos en 
que el Director(a) de Asuntos Jurídicos o el Coordinador de la Unidad de Defensa 
Jurídica así lo dispongan mediante poder. 

2. Realizar seguimiento a las actuaciones y reportar a la Secretaría Común de la Dirección 
de Asuntos Jurídicos las novedades dentro de los procesos prejudiciales, judiciales y 
administrativos en los que la Entidad tenga la calidad de parte o interviniente y que se 
adelanten en la ciudad o municipios comprendidos por la correspondiente Dirección 
Seccional. 

3. Remitir oportunamente a la Secretaría Común de la Dirección de Asuntos Jurídicos, en 
físico y/o en medio magnético, los documentos correspondientes a todas las 
actuaciones surtidas o pendientes por atender dentro de los procesos prejudiciales, 
judiciales y administrativos en los que la Entidad tenga la calidad de parte o 
interviniente. 

4. Elaborar y remitir, dentro de los términos establecidos por el Comité de Conciliación 
de la Entidad, a la Secretaría Técnica del Comité, los estudios jurídicos a que haya 
lugar, en los procesos judiciales, prejudiciales y administrativos en los que la Entidad 
ostente la calidad de parte o interviniente. 

5. Atender con carácter prioritario los requerimientos de información que se les formulen 
desde el Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos o de la Unidad de Defensa 
Jurídica para la adecuada defensa de los intereses «e la Entidad en los procesos en los 
que es parte o interviniente. 

6. Las demás funciones que les sean asignadas por el Fiscal General de la Nación, el 
Director(a) de Asuntos Jurídicos y/o el Coordinador(a) de la Unidad de Defensa 
Jurídica. 

PARÁGRAFO PRIMERO.. En las ciudades o municipios en donde la Dirección de Asuntos 
Jurídicos no cuente con servidores para el desarrollo de l is funciones de defensa asignadas, 
las Direcciones Seccionales designarán los servidores que se requieran. 
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ARTÍCULO QUINTO. La expedición de los actos administrativos que definen las 
situaciones administrativas de los servidores adscritos a la Dirección de Asuntos Jurídicos con 
ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, corresponderá al servidor competente para 
el efecto previa aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

ARTÍCULO SEXTO. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual. 
El Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos cumplirá las siguientes funciones: 

1. Adelantar el procedimiento administrativo de cobro por jurisdicción coactiva, 
conforme a la regulación propia de la materia, a la reglamentación interna y a las 
directrices que imparta el Director(a) de Asuntos Jurídicos. En desarrollo de esta 
función, el Coordinador del Departamento ejercerá en nombre de la Fiscalía General 
de la Nación la facultad ejecutora de las obligaciones creadas a su favor y podrá 
declarar de oficio o a solicitud de parte, la prescripción de las obligaciones ejecutadas 
a través del procedimiento de cobro coactivo. 

2. Adelantar la defensa judicial de la Entidad, en los procesos iniciados con ocasión al 
ejercicio del procedimiento de cobro coactivo. 

3. Representar judicialmente a la Entidad en los procesos adelantados ante la jurisdicción 
ordinaria y/o en las acciones ejecutivas que se promueven en la jurisdicción 
contencioso administrativa, en los que es parte o interviniente procesal. 

4. Elaborar y sustentar ante el Comité de Conciliación de la Entidad, los estudios jurídicos 
en los que se analice la procedencia de la acción de repetición. 

5. Representar judicialmente a la Entidad en los procesos que se adelanten por el medio 
de control de repetición cuya procedencia determine el Comité de Conciliación de la 
Fiscalía General de la Nación, con el fin de recuperar los valores pagados por la Entidad 
como consecuencia de sentencias condenatorias o acuerdos conciliatorios aprobados. 

6. Constituirse como víctima dentro de los procesos penales, previo estudio de la 
pertinencia de hacer a la Entidad parte en el proceso conforme a los antecedentes del 
mismo, para participar en el incidente de reparación integral a efecto de obtener una 
indemnización económica a favor de la Fiscalía General de la Nación. 

7. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 

8. Las demás que le sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y/o el Director (a) 
de Asuntos Jurídicos. 

PARÁGRAFO. La Dirección de Asuntos Jurídicos podrá requerir la colaboración de las 
dependencias de la Entidad en el desarrollo de las actividades propias de los procesos 
asignados a este Departamento, la cual deberá ser prestada de manera prioritaria por el servidor 
requerido. 
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ARTÍCULO SÉPTIMO. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales. La Unidad de 
Conceptos y Asuntos Constitucionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las 
siguientes funciones: 

1. Proyectar los conceptos que sean requeridos por las distintas dependencias sobre temas 
institucionales para mantener la unidad de criterio jurídico en la Fiscalía General de la 
Nación para posterior firma del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

2. El servidor (a) que se designe como coordinador de esta Unidad podrá emitir conceptos 
y responder peticiones ciudadanas en los asuntos que determine el Director (a) de 
Asuntos Jurídicos. 

3. Apoyar el estudio, análisis de constitucionalidad y seguimiento al trámite de los 
proyectos de ley y actos legislativos que cursen ante el Congreso de la República, sobre 
materias que tengan incidencia en la Entidad, en aquellos eventos que determine el 
Despacho del Fiscal General de la Nación. 

4. Elaborar los proyectos de actuaciones ante la Corte Constitucional de interés para la 
Entidad cuando el Fiscal General de la Nación así lo disponga. 

5. Efectuar la revisión de anteproyectos, proyectos de ley y demás documentos solicitados 
por el Despacho del Fiscal General de la Nación. 

6. Ejercer la representación de la Entidad, en los procesos constitucionales en los que la 
Entidad sea parte o interviniente procesal que no sean competencia de otra 
dependencia. 

7. Preparar para la firma del Director (a) de Asuntos Jurídicos los informes requeridos 
por la Corte Constitucional en autos de seguimiento, asignados por el Despacho del 
Fiscal General de la Nación. 

8. Realizar el control de legalidad de los actos administrativos requeridos por las 
dependencias de la Entidad. 

9. Revisar para consideración y aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos, los 
documentos, estudios y directivas que solicite el Despacho del Fiscal General de la 
Nación para la definición y formulación de políticas, lineamientos y directrices de 
interpretación en los temas constitucionales y legales que afecten o involucren los 
objetivos misionales de la Fiscalía General de la Nación. 

1 O. Elaborar los boletines de relatoría de jurisprudencia relevante para las labores de la 
Entidad y casos exitosos sobre buenas prácticas en el ejercicio de la función de 
investigación y acusación de la Entidad, y organizar su publicación. 

11. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 

12. Las demás que le sean asignadas por el Director (a) de Asuntos Jurídicos y/o el Fiscal 
General de la Nación. 
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CAPÍTULO II 
OTRAS DISPOSICIONES 

ARTÍCULO OCTAVO. Delegaciones Especiales. Delegar en el Director(a) de Asuntos 
Jurídicos y en el Coordinador (a) de la Unidad Defensa Jurídica, la facultad de otorgar poder 
para ejercer la representación de la Fiscalía General de la Nación en los procesos judiciales, 
extrajudiciales, prejudiciales, administrativos en los que sea parte la Entidad conforme a lo 
previsto en el artículo 77 del Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012. 

ARTÍCULO NOVENO. Los procesos que cursen en los despachos judiciales y 
administrativos del país, podrán ser atendidos por funcionarios distintos a los servidores 
adscritos a la Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las Direcciones 
Seccionales, cuando el Director(a) de Asuntos Jurídicos, por necesidades del servicio, así lo 
determine mediante poder. 

ARTÍCULO DECIMO. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su 
publicación, modifica en lo pertinente la Resolución No. 0-2570 de 2017 y deroga las 
Resoluciones Nos. 0-0582 de 2014, 0-0257 de 2015 y 0-4117 de 2016, y las demás 
disposiciones que le sean contrarias. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Bogotá D.C., a los 2 O MAH. 2018 

' 

L DE LA NACIÓN 
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